117/ciento diecisiete. 

San Miguel, veintiuno de marzo dos mil catorce.-

VISTOS:

Y TENIEDO, ADEMAS, PRESENTE:

Primero: Que se ha recurrido de apelación en contra de la sentencia dictada por el señor Juez de Policía Local de Pedro Aguirre Cerda, don César Leal González con fecha veintitrés de julio de dos mil trece, que da lugar a la denuncia presentada por el Servicio Nacional del Consumidor en contra de Comercial ECCSA S.A. representada por don Alejandro Fridman Pirozansky.

Segundo Que el apelante se alza en contra de la resolución aludida, señalando que el citado servicio no tiene legitimación activa para actuar y que debe entenderse por falto de capacidad a aquel que no tiene la posibilidad de presentar una demanda eficaz, en el sentido de provocar en el tribunal la obligación de pronunciarse sobre el fondo de la cuestión sometida a su conocimiento, esto es no tiene la capacidad procesal para demandar y es un requisito necesario para obtener una sentencia de fondo. Los argumentos esgrimidos en el recurso de apelación son invocados por la denunciada en estrados, señalando que no se encuentran comprometidos los intereses generales de los consumidores.

Tercero: Que la discusión se centra en determinar si el Servicio Nacional del Consumidor se encuentra habilitado procesalmente para denunciar, en representación de los consumidores, una infracción a la Ley N°19496 de acuerdo a lo dispuesto en su artículo 58 letra g).

Cuarto: Que la citada Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, establece en su artículo 1° que el Servicio tiene por objeto normar las relaciones entre proveedores y consumidores, establecer las infracciones en perjuicio del consumidor y señalar el procedimiento aplicable en estas materias. La norma de esta manera establecida, tiene el carácter de cautelar y protectora de los derechos de los consumidores.

Quinto: Que el artículo 58 de la señalada Ley, establece que corresponderán especialmente al Servicio Nacional del Consumidor las siguientes funciones: letra g) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de éstos.

 No encontrándose definido en la disposición anterior el concepto de interés general, éste debe entenderse en su sentido natural y obvio, esto es, como aquél interés público que pretende resguardar los intereses de un colectivo mayor. El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, entiende por general: común y esencial a todos los individuos que constituyen un todo, o a muchos objetos, aunque sean de materia diferente.

Es así como esta disposición reconoce el concepto de interés general y faculta al Servicio Nacional del Consumidor para no sólo, hacerse parte en aquellas causas iniciadas por reclamo de los particulares que comprometan el interés general de los consumidores, sino que la facultad del propio Servicio para ejercer la acción ante el Tribunal correspondiente a fin de perseguir la responsabilidad de quienes vulneren los derechos de los consumidores protegidos de esta manera.

Sexto: Que, a su vez, el artículo 50 de dicha Ley en su inciso primero dispone que las acciones que deriven de esta ley, se ejercerán frente actos o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores y en su inciso tercero dispone que el ejercicio de las acciones puede realizarse a título individual o en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.

Séptimo: Que las normas señaladas precedentemente, establecen la obligatoriedad de las funciones del Servicio, en el sentido de velar por su cumplimiento con el fin de proteger los derechos de los consumidores, correspondiéndole en consecuencia, su habilitación procesal. De otro modo el Servicio no contaría con las medidas necesarias  para cumplir con las funciones que le han sido encomendadas.

Octavo: Que de esta forma, es posible concluir a esta Corte que el Servicio Nacional del Consumidor se encuentra habilitado para interponer denuncia y hacerse parte ante los Juzgados de Policía Local a fin de dar cumplimiento a una de sus obligaciones principales.

 Por estas consideraciones y de conformidad a lo dispuesto en los artículos 32 y siguientes de la Ley 18.287, se confirma la sentencia apelada de veintitrés de julio del año dos mil trece, escrita a fojas 84.

Redactada por la Ministra Inés Martínez Henríquez.

Regístrese y devuélvase

Rol N°122-2014-Civil

Pronunciada por las Ministras señora Inés Martínez Henríquez, señora Liliana Mera Muñoz y señora Adriana Sottovia Giménez.

En San Miguel,  veintiuno de marzo del año dos mil catorce, notifiqué por el estado diario la resolución precedente.

